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Una, de la Sen. Verónica Velasco Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto por el cual se expide la Ley de Expropiación, reglamentaria del párrafo segundo del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se reforma el párrafo primero del artículo 94 de la Ley Agraria.
 
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO
Jorge Emilio González Martínez, Sara Isabel Castellanos Cortés, Emilia Patricia Gómez Bravo, Gloria Lavara Mejía y Verónica Velasco Rodríguez, senadores de la LVIII Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a las comisiones de Gobernación y Estudios Legislativos para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de esta Cámara en la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:

EXPOSICION DE MOTIVOS
La propiedad es el derecho que determina la pertenencia de un bien a favor de una persona y la facultad de usarlo, disfrutarlo y disponer de él libremente. De esta manera, el titular de ese derecho puede dar a su bien el uso que desee; obtener de él los frutos naturales o civiles que estime pertinentes, así como donarlo o enajenarlo cuando sea su voluntad.

En estos términos, el derecho de propiedad supone que los gobernados que disponen del título correspondiente pueden hacerlo valer frente a los gobernantes para que estos respeten su pleno ejercicio.

Sin embargo, existe la posibilidad de que el titular de un bien inmueble pueda ser privado del derecho de propiedad mediante el acto expropiatorio.

Actualmente, el acto expropiatorio es realizado por el poder ejecutivo y solo puede darse por causa de utilidad pública, para satisfacer un requerimiento colectivo, siempre que el bien sea idóneo para ese fin. Además de que la autoridad expropiante debe indemnizar al gobernado afectado pagando una contraprestación que compense la perdida de su propiedad.

Así las cosas, es el poder ejecutivo quien realiza este procedimiento expropiatorio en todas sus etapas, es decir, determina sí existe causa de utilidad pública para satisfacer un requerimiento colectivo, selecciona los bienes y finalmente determina el monto de la indemnización.

Sin duda alguna este esquema corresponde a una realidad que se vivió alguna vez en nuestro país, una realidad de abusos en el ejercicio de facultades y de ausencia de división de poderes, una realidad que ensombreció el desarrollo político de México. 

Dicho esquema era lógico cuando el titular del ejecutivo obtenía el cargo mediante un enviciado proceso electoral, cuando en la cámara de diputados las voces de la oposición que señalaban el mal uso del erario por parte del ejecutivo eran apagadas por el mar de aplausos con que se ovacionaba al presidente de la República mientras que en la cámara de senadores simplemente no había oposición. 

Mantener ese esquema, seria mantener en penumbras la evolución democrática de nuestro país, seria negar la lucha democrática que 1988 impulso a los primeros senadores de oposición en 50 años, sería encadenar los logros políticos que ha obtenido México en los últimos 30 años.

El primero de septiembre del 2000, esta soberanía protestó "mirar en todo por el bien y la prosperidad de la Unión" y la manera optima de hacerlo es luchar por una verdadera división de poderes, que conlleve un equilibrio para evitar excesos que repercutan negativamente en la vida de nuestros representados.

La nación da al Congreso entre otras responsabilidades, la facultad y la responsabilidad de plasmar en leyes los mecanismos que ayuden al mantener un equilibrio entre las relaciones de poder que se dan en la sociedad. 

Por esto es indispensable hacer un cambio en la forma y en el fondo al gobernar y sin duda una manera de obtenerlo es evaluando las decisiones que tome Ejecutivo, que afecten directamente un derecho fundamental de los gobernados como lo es el de la propiedad, esto con el objeto de revisar la procedencia o no de un acto tan delicado como lo es el expropiatorio, para que de esta forma no quede al simple capricho una sola persona,

De ser así, se deja abierta la posibilidad de señalar los aciertos y errores que el Ejecutivo haya tenido en la toma de dicha decisión, para que finalmente a través de esta soberanía darle a la sociedad el derecho de poder delinear los métodos para alcanzar sus objetivos.

En resumen, la propuesta que hoy presentamos respeta las atribuciones del titular del Ejecutivo y es un esfuerzo por impulsar la división de poderes que nos define en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como una República.

En la presente iniciativa se plantea la expedición de una nueva Ley de Expropiación que prevé la participación del Congreso de la Unión en la ratificación de la declaratoria presidencial de los actos expropiatorios para así dar paso a un nuevo orden institucional de coparticipación en la toma de decisiones públicas; de igual modo se plantea la adecuación de la Ley Agraria a las nuevas condiciones de la Ley de Expropiación.

Por todo ello, los senadores integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, respetuosamente sometemos a este H. Pleno, la siguiente Iniciativa de

DECRETO mediante el cual se expide la Ley de Expropiación Expropiación Reglamentaria del Párrafo Segundo del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y se reforma el párrafo primero del artículo 94 de la Ley Agraria.

ARTICULO PRIMERO.- Se expide la Ley de Expropiación Reglamentaria del Párrafo Segundo del Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 1.- Se consideran causas de utilidad pública:

I.- El establecimiento, explotación o conservación de un servicio público;

II.- La apertura, ampliación o alineamiento de calles, la construcción de calzadas, puentes, caminos y túneles para facilitar el tránsito urbano y suburbano;

III.- El embellecimiento, ampliación y saneamiento de las poblaciones y puertos, la construcción de hospitales, escuelas, parques, jardines, campos deportivos o de aterrizaje, construcciones de oficinas para el Gobierno Federal y de cualquier obra destinada a prestar servicios de beneficio colectivo.

IV.- La conservación de los lugares de belleza panorámica, de las antigüedades y objetos de arte, de los edificios y monumentos arqueológicos o históricos, y de las cosas que se consideran como características notables de nuestra cultura nacional;

V.- La satisfacción de necesidades colectivas en caso de guerra o trastornos interiores; el abastecimiento de las ciudades o centros de población, de víveres o de otros artículos de consumo necesario, y los procedimientos empleados para combatir o impedir la propagación de epidemias, epizootias, incendios, plagas, inundaciones u otras calamidades públicas;

VI.- Los medios empleados para la defensa nacional o para el mantenimiento de la paz pública;

VII.- La defensa, conservación, desarrollo o aprovechamiento de los elementos naturales;

VIII.- La equitativa distribución de la riqueza acaparada o monopolizada con ventaja exclusiva de una o varias personas y con perjuicio de la colectividad en general, o de una clase en particular;

IX.- La creación, fomento o conservación de una empresa para beneficio de la colectividad;

X.- Las medidas necesarias para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la colectividad;

XI.- La creación o mejoramiento de centros de población y de sus fuentes propias de vida;

XII.- Los demás casos previstos por leyes especiales.

Artículo 2.- En los casos comprendidos en la enumeración del artículo anterior, previa declaración del Ejecutivo Federal, ratificada por el Congreso de la Unión procederá la expropiación, la ocupación temporal, total o parcial, o la simple limitación de los derechos de dominio para los fines del Estado o en interés de la colectividad.

Artículo 3.- La dependencia del Ejecutivo Federal, según corresponda, tramitará el expediente de expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio y, en su caso, el Presidente de la República hará la declaratoria respectiva; misma que someterá a la aprobación del Congreso de la Unión.

Artículo 4.- La ratificación de la declaratoria a que se refiere el artículo anterior, se hará mediante Decreto que se publicará en el Diario Oficial de la Federación y será notificado personalmente a los interesados. En caso de ignorarse el domicilio de éstos, surtirá efectos de notificación personal una segunda publicación del Decreto en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 5.- Los propietarios afectados podrán interponer, dentro del expediente de expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio tramitado por las dependencias del Ejecutivo Federal, el recurso administrativo de revisión administrativa en los términos y las condiciones que se prevén en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.

El recurso a que se refiere el párrafo anterior se interpondrá en contra de la declaratoria sujeta a ratificación por el Ejecutivo Federal una vez notificado, en términos del artículo 4º de esta Ley, el Decreto respectivo; y tendrá por efecto confirmar, modificar o dejar sin efectos los actos administrativos dictados dentro del expediente respectivo. En su caso, el Congreso de la Unión resolverá si procede dejar sin efectos el Decreto correspondiente.

La interposición del recurso administrativo a que se refiere este artículo será optativa para los particulares afectados; mismos que podrán acudir al juicio de amparo contra todos y cada uno de los actos de la expropiación, la ocupación temporal, total o parcial, o la simple limitación de los derechos de dominio. 

Artículo 6.- El recurso administrativo de revocación se interpondrá ante la dependencia del Ejecutivo Federal que haya tramitado el expediente de expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio.

Artículo 7.- Cuando no se haya hecho valer el recurso administrativo de revocación a que se refiere el artículo 5o. o en caso de que éste haya sido resuelto en contra de las pretensiones del recurrente, la autoridad administrativa que corresponda procederá desde luego a la ocupación del bien o de cuya expropiación u ocupación temporal se trate, o impondrá la ejecución inmediata de las disposiciones de limitación de dominio que procedan.

Artículo 8.- En los casos a que se refieren las fracciones V, VI y X del artículo 1o. de esta ley, el Ejecutivo Federal, ratificada la declaratoria por el Congreso de la Unión, podrá ordenar la ocupación de los bienes objeto de la expropiación o de la ocupación temporal o imponer la ejecución inmediata de las disposiciones de limitación de dominio, sin que la interposición del recurso administrativo suspenda la ocupación del bien o bienes de que se trate o la ejecución de las disposiciones de limitación de dominio.

Artículo 9.- Si los bienes que han originado una declaratoria de expropiación, ocupación temporal o limitación de dominio no fueren destinados total o parcialmente al fin que dio causa a la declaratoria respectiva, dentro del término de cinco años, el propietario afectado podrá solicitar a la autoridad que haya tramitado el expediente, la reversión total o parcial del bien de que se trate, o la insubsistencia de la ocupación temporal o limitación de dominio, o el pago de los daños causados.

Dicha autoridad dictará resolución dentro de los cuarenta y cinco días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud.

En caso de que se resuelva la reversión total o parcial del bien, el propietario deberá devolver únicamente la totalidad o la parte correspondiente de la indemnización que le hubiere sido cubierta.

El derecho que se confiere al propietario en este artículo, deberá ejercerlo dentro del plazo de dos años, contado a partir de la fecha en que sea exigible.

Artículo 10.- El importe de la indemnización será cubierto por el Estado, cuando la cosa expropiada pase a su patrimonio. Cuando la cosa expropiada pase al patrimonio de persona distinta del Estado, esa persona cubrirá el importe de la indemnización; en todo caso, la indemnización deberá ser cubierta previamente a la ocupación del bien expropiado.

El monto de la indemnización será determinado por la Comisión de Avalúos de Bienes Nacionales, atendiendo al valor comercial de los bienes expropiados.

En los casos en que la Administración Pública Federal sea promovente, lo hará por conducto de la dependencia o entidad paraestatal que corresponda, según las funciones señaladas por la ley.

Los predios objeto de la expropiación sólo podrán ser ocupados mediante el pago o depósito del importe de la indemnización, en su defecto, mediante garantía suficiente.

Estas disposiciones se aplicarán, en lo conducente, a los casos de ocupación temporal o de limitación al derecho de dominio.

Artículo 11.- Cuando se controvierta el monto de la indemnización a que se refiere el artículo anterior, se hará la consignación al juez que corresponda, quien fijará a las partes el término de tres días para que designen sus peritos, con apercibimiento de designarlos el juez en rebeldía, si aquéllos no lo hacen. También se les prevendrá designen de común acuerdo un tercer perito para el caso de discordia, y si no lo nombraren, será designado por el juez.

Artículo 12.- Contra el auto del juez que haga la designación de peritos, no procederá ningún recurso.

Artículo 13.- En los casos de renuncia, muerte o incapacidad de alguno de los peritos designados, se hará nueva designación dentro del término de tres días por quienes corresponda.

Artículo 14.- Los honorarios de cada perito serán pagados por la parte que deba nombrarlo y los del tercero por ambas.

Artículo 15.- El juez fijará un plazo que no excederá de sesenta días para que los peritos rindan su dictamen.

Artículo 16.- Si los peritos estuvieren de acuerdo en la fijación del valor de las mejoras o del demérito, el juez de plano fijará el monto de la indemnización; en caso de inconformidad, llamará al tercero, para que dentro del plazo que le fije, que no excederá de treinta días, rinda su dictamen. Con vista de los dictámenes de los peritos, el juez resolverá dentro del término de diez días lo que estime procedente.

Artículo 17.- Contra la resolución judicial que fije el monto de la indemnización, no cabrá ningún recurso y se procederá al otorgamiento de la escritura respectiva que será firmada por el interesado o en su rebeldía por el juez.

Artículo 18.- Si la ocupación fuere temporal, el monto de la indemnización quedará a juicio de peritos y a resolución judicial, en los términos de esta ley. Esto mismo se observará en el caso de limitación de dominio.

Artículo 11.- El Jefe de Gobierno del Distrito Federal, en los términos de esta ley, podrá declarar la expropiación, ocupación temporal, total o parcial, o la simple limitación de los derechos de dominio, en los casos en que se tienda a alcanzar un fin cuya realización competa al gobierno local del Distrito Federal conforme a sus atribuciones y facultades constitucionales y legales, acto que deberá ser ratificado por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

En lo conducente, a la declaratoria a que se refiere el artículo anterior se aplicarán las disposiciones de esta Ley en materia federal y esta se hará mediante decreto que se publicará en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y será notificada personalmente a los interesados. En caso de ignorarse el domicilio de éstos, surtirá efectos de notificación personal una segunda publicación del Decreto en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

La Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal, señalará la dependencia a la que corresponda tramitar el expediente de expropiación, de ocupación temporal o de limitación de dominio, la que conocerá y resolverá el recurso administrativo de revocación previsto en la presente ley".

Artículo 12.- Esta Ley es de carácter federal en los casos en que se tienda a alcanzar un fin cuya realización competa a la Federación conforme a sus facultades constitucionales, y de carácter local para el Distrito Federal.

La aplicación de esta Ley se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales de que México sea parte y, en su caso, en los acuerdos arbitrales que se celebren.

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforma el párrafo primero del artículo 94 de la Ley Agraria.

Artículo 94.- La expropiación deberá tramitarse ante la Secretaría de la Reforma Agraria. Deberá hacerse por declaratoria presidencial ratificada por decreto del Congreso de la Unión, en términos de la Ley de Expropiación que determine la causa de utilidad pública y los bienes por expropiar y mediante indemnización. El monto de la indemnización será determinado por la Comisión de Avalúos de Bienes Nacionales, atendiendo al valor comercial de los bienes expropiados; en el caso de la fracción V del Artículo anterior, para la fijación del monto se atenderá a la cantidad que se cobrará por la regularización. El decreto deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación y se notificará la expropiación al núcleo de población.
TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Se abroga la Ley de Expropiación publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 25 de noviembre de 1936; se derogan todas aquellas leyes que contravengan lo establecido en el presente decreto; y se dejan las demás disposiciones jurídicas que se opongan al mismo.

Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos a 31 de octubre de 2001. 

Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.

